
                             
 

LEGISLACIÓN FAVORABLE A LOS DERECHOS POLÍTICOS DE LAS MUJERES 
CIUDAD CAPITAL QUITO, ECUADOR 

 

Relativa a los Derechos Políticos  

 

Los avances relativos a los derechos políticos electorales de las mujeres en materia de equidad, paridad, 
alternancia y secuencialidad son recogidos en el cuerpo normativo vigente, los cuales se expresan 
principalmente en:  

La Constitución de la República del Ecuador (2008) estipula: 

 El Estado promoverá la representación paritaria de mujeres y hombres en los cargos de nominación o 

designación de la función pública, en sus instancias de dirección y decisión, y en los partidos y 

movimientos políticos. En las candidaturas a las elecciones pluripersonales se respetará su 

participación alternada y secuencial. (Art. 65). 

Los partidos y movimientos políticos son organizaciones públicas no estatales, que constituyen 

expresiones de la pluralidad política del pueblo y sustentarán concepciones filosóficas, políticas, 

ideológicas, incluyentes y no discriminatorias. Su organización, estructura y funcionamiento serán 

democráticos y garantizarán la alternabilidad, rendición de cuentas y conformación paritaria entre 

mujeres y hombres en sus directivas. Seleccionarán a sus directivas y candidaturas mediante procesos 

electorales internos o elecciones primarias. (Art. 108). 

Para las elecciones pluripersonales, la ley establecerá un sistema electoral conforme a los principios de 

proporcionalidad, igualdad del voto, equidad, paridad y alternabilidad entre mujeres y hombres; y 

determinará las circunscripciones electorales dentro y fuera del país. (Art. 116). 

La Ley Orgánica Electoral Código de la Democracia (2019) que establece: 

Los partidos y movimientos políticos o sus alianzas podrán presentar a militantes, simpatizantes o 

personas no afiliadas como candidatas de elección popular. Las candidatas o candidatos deberán ser 

seleccionados mediante elecciones primarias o procesos democráticos electorales internos, que 

garanticen la participación igualitaria entre hombres y mujeres aplicando los principios de paridad, 

alternabilidad, secuencialidad entre los afiliados o simpatizantes de las organizaciones políticas; así 

como la igualdad en los recursos y oportunidades de candidatos y candidatas. (Art. 94). 

Las candidaturas pluripersonales se presentarán en listas completas con candidatos principales y sus 

respectivos suplentes. Las listas se conformarán paritariamente con secuencia de mujer - hombre u 

hombre - mujer hasta completar el total de candidaturas principales y suplentes. (Art. 99). 

Las organizaciones políticas inscribirán las listas para elecciones pluripersonales y unipersonales bajo 

criterios de paridad e inclusión generacional, de conformidad con las siguientes reglas:  

1. En el caso de listas que presente la organización política para elección de asambleístas nacionales 

parlamentarias o parlamentarios andinos, al menos una de estas listas estará encabezada por 

mujer 



                             
 

2. En caso de elecciones de asambleístas provinciales y de las circunscripciones especiales del 

exterior, del total de listas que la organización política inscriba a nivel nacional para estas 

dignidades, el cincuenta por ciento (50%) estarán encabezadas por mujeres. No se incluirá en este 

cálculo a las provincias con distritos. 

3. En caso de elección de asambleístas por distritos, del total de listas que la organización inscriba 

por provincias el 50% estarán encabezadas por mujeres.  

4. En el caso de prefecturas, el cincuenta por ciento (50%) de los binomios que la lista inscriba a nivel 

nacional estará encabezado por mujeres. 

5. En el caso de elecciones de alcaldías, del total de candidaturas que la organización política inscriba 

a nivel provincial, el cincuenta por ciento (50%) serán mujeres.  

6.  En el caso de elecciones de concejales, del total de listas que la organización política inscriba a 

nivel provincial, el 50% estarán encabezadas por mujeres.  

7. En el caso de elección de juntas parroquiales, del total de listas que la organización política inscriba 

a nivel cantonal, el 50% estarán encabezadas por mujeres.  

8. En cada una de las listas para elecciones pluripersonales que inscriba la organización política 

cualquiera sea la circunscripción, al menos el veinticinco por ciento (25%) incluirá a mujeres u 

hombres jóvenes. El mismo porcentaje de jóvenes se respetará para candidaturas de la 

organización política a nivel nacional en caso de alcaldías y prefecturas. Este porcentaje podrá 

incluir el porcentaje por paridad.  

9. En elecciones de todos los binomios, las candidaturas se integran con la participación de una mujer 

y un hombre o viceversa. (Art 99). 

 
El Código Orgánico de Organización Territorial, COOTAD (2018) estipula: 

Respecto de la designación de autoridades cantonales, se dispone: 

Los consejos regionales, concejos metropolitanos y municipales procederán a elegir de entre sus 

miembros a la segunda autoridad del ejecutivo del correspondiente gobierno, de acuerdo con el 

principio de paridad entre mujeres y hombres, en el caso que la alcaldía le corresponda a un hombre, 

obligatoriamente se elegirá de sus consejeras o concejeras a una mujer como vicealcaldesa, y, en el 

caso que la alcaldía le corresponda a una mujer se designará de entre los consejeros o concejeros al 

vicealcalde; y, de fuera de su seno, al secretario del consejo o concejo de una terna presentada por el 

ejecutivo del respectivo gobierno autónomo. Los consejos provinciales elegirán de la misma forma al 

secretario. (…)  (Art. 317). 

 

En la actualización del Código Orgánico de Organización Territorial (2020) se estipula: 

Principios.- El ejercicio de la autoridad y las potestades públicas de los gobiernos autónomos 
descentralizados se regirán por los siguientes principios: 

 a) Unidad.- Los distintos niveles de gobierno tienen la obligación de observar la unidad del 
ordenamiento jurídico, la unidad territorial, la unidad económica y la unidad en la igualdad de trato, 
como expresión de la soberanía del pueblo ecuatoriano. La unidad jurídica se expresa en la 
Constitución como norma suprema de la República y las leyes, cuyas disposiciones deben ser 



                             
 

acatadas por todos los niveles de gobierno, puesto que ordenan el proceso de descentralización y 
autonomías. La unidad territorial implica que, en ningún caso el ejercicio de la autonomía permitirá 
el fomento de la separación y la secesión del territorio nacional. La unidad económica se expresa en 
un único orden económico-social y solidario a escala nacional, para que el reparto de las 
competencias y la distribución de los recursos públicos no produzcan inequidades territoriales. La 
igualdad de trato implica que todas las personas son iguales y gozarán de los mismos derechos, 
deberes y oportunidades, en el marco del respeto a los principios de interculturalidad y 
plurinacionalidad, equidad de género, generacional, los usos y costumbres.(…)  

g) Participación ciudadana.- La participación es un derecho cuya titularidad y ejercicio corresponde a 
la ciudadanía. El ejercicio de este derecho será respetado, promovido y facilitado por todos los 
órganos del Estado de manera obligatoria, con el fin de garantizar la elaboración y adopción 
compartida de decisiones, entre los diferentes niveles de gobierno y la ciudadanía, así como la 
gestión compartida y el control social de planes, políticas, programas y proyectos públicos, el diseño 
y ejecución de presupuestos participativos de los gobiernos. En virtud de este principio, se garantizan 
además la transparencia y la rendición de cuentas, de acuerdo con la Constitución y la ley. Se 
aplicarán los principios de interculturalidad y plurinacionalidad, equidad de género, generacional, y 
se garantizarán los derechos colectivos de las comunidades, pueblos y nacionalidades, de 
conformidad con la Constitución, los instrumentos internacionales y la ley. (…) (Art. 3). 

 

La legislación municipal, en concordancia con la Constitución, establece, en particular la Resolución PLE-

CNE-1-26-10-2018-T, aspectos acerca de la protección e igualdad de derechos políticos entre hombres y 

mujeres, en la cual se establece qué:  

Las organizaciones políticas garantizarán la participación paritaria de hombres y mujeres en las 

candidaturas; y, en las dignidades electas, se cumplirá el principio de alternabilidad y secuencialidad, 

esto es un hombre una mujer, o viceversa. (Art.3). 

En caso de que la organización política no cumpla con la paridad de género, la alternabilidad y 

secuencialidad en el proceso de dignidades de elecciones abiertas y cerradas; y en elecciones 

representativas, el Consejo Nacional Electoral rechazará el proceso electoral interno y devolverá para 

que se cumpla con los principios constitucionales y legales mencionados. (Art. 11). 

Las organizaciones políticas están obligadas a establecer en la convocatoria el límite máximo del gasto 

electoral para cada dignidad y observarán la equidad de género e igualdad en la promoción electoral. 

(Art. 17). 

La relevancia de la normativa paritaria se encuentra enunciada para las diferentes etapas del proceso 

electoral ecuatoriano, estableciendo la promoción de la representación paritaria de mujeres y hombres 

en la nominación o designación de la función pública.  

La legislación define el cumplimiento con carácter obligatorio de la paridad. Las organizaciones políticas; 

partidos, movimientos o alianzas, deben garantizar en sus procesos democráticos internos y en el registro 

de sus listas, tanto para candidaturas pluripersonales y unipersonales, que las listas de candidaturas 

garanticen la paridad, alternancia y la secuencia de mujer-hombre-mujer, hasta completar el total del 

registro de principales y suplentes, para la contienda electoral.  Por su parte se establece la aplicación de 

la participación igualitaria entre mujeres y hombres, igualdad en recursos y oportunidades de las 



                             
 
candidatas y candidatos, lo cual incluye la asignación paritaria dentro de los presupuestos de las 

campañas, asegurando que los mismos sean distribuidos en igual porcentaje para mujeres y hombres, en 

observancia de equidad de género.   

Relativa a la Violencia Política Contra las Mujeres 

Al respecto, se menciona que la Ley para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (Registro 
Oficial Suplemento No. 175 de 05 de febrero de 2018) sobre los Gobiernos Autónomos Descentralizados 
dispone en su artículo 38 literal a) que los Gobiernos Autónomos Descentralizados, sin perjuicio de las 
facultades establecidas en la respectiva normativa vigente, tendrá entre sus atribuciones: Diseñar, 
formular y ejecutar normativa y políticas locales para la prevención y erradicación de la violencia contra 
las mujeres, niñas, adolescentes, jóvenes, adultas y adultas mayores; de acuerdo con los lineamientos 
generales especializados de diseño y formulación de la política pública otorgada por el ente rector del 
Sistema Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres.  (Art. 38). 
 

Ley Orgánica Reformatoria a la Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas, Código de la 

Democracia(febrero del 2020), respecto a la Violencia Política contra las Mujeres  incluye en su artículo 

279:   Las Infracciones electorales muy graves serán sancionadas con multa desde veintiún salarios básicos 

unificados hasta setenta salarios básicos unificados, destitución y/o suspensión de derechos de 

participación desde dos hasta cuatro años, la aplicación de estas medidas se dará a quienes incurran en 

actos de violencia política de género. En el juzgamiento de estas infracciones no se admitirá fuero alguno 

(…). 

Por su parte, en el artículo 280 a Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas, Código de la 

Democracia define la Violencia Política de Género como: aquella agresión cometida por una persona o 

grupo de personas, directa o indirectamente, contra de las mujeres candidatas, militantes, electas, 

designadas o que ejerzan cargos públicos, defensoras de derechos humanos, feministas, lideresas políticas 

o sociales, o en contra de su familia. 

Esta violencia se orienta a acortar, suspender, impedir o restringir su accionar o el ejercicio de las 

funciones propias de su cargo, o para inducirla u obligarla a que efectúe en contra de su voluntad una 

acción o incurra en una omisión, en el cumplimiento de sus funciones, incluida la falta de acceso a 

bienes públicos u otros recursos para el adecuado cumplimiento de sus responsabilidades. Son actos 

de violencia contra las mujeres en la vida política, entre otras, aquellas acciones, conductas u 

omisiones en contra de las mujeres que, basadas en su género, en el ámbito político:  

1. Amenacen o intimiden en cualquier forma a una o varias mujeres o a sus familias, y que tengan 

por objeto o resultado anular sus derechos políticos, incluyendo la renuncia al cargo o función que 

ejercen o postulan; 

2. Restrinjan o anulen el derecho al voto libre y secreto de las mujeres;  

3. Realicen cualquier expresión que denigre a las mujeres durante el proceso electoral y en ejercicio 

de sus funciones políticas, con base en estereotipos de género, con el objetivo o el resultado de 

menoscabar su imagen pública, limitar o anular sus derechos políticos; 

4. Dañen, en cualquier forma, material electoral de la campaña de la mujer, impidiendo que la 

competencia electoral se desarrolle en condiciones de igualdad;  



                             
 

5. Proporcionen a los órganos electorales datos falsos o información incompleta de la identidad de 

la candidata con objeto de impedir el ejercicio de los derechos políticos de las mujeres; 

6. Proporcionen a la mujer en el ejercicio de sus derechos políticos, información falsa, errada o 

imprecisa u omitan información a la mujer, que induzca al inadecuado ejercicio de sus derechos 

políticos en condiciones de igualdad;  

7.  Divulguen imágenes, mensajes o revelen información de las mujeres en ejercicio de sus derechos 

políticos, por cualquier medio físico o virtual, en la propaganda político electoral o en cualquier 

otra que, basadas en estereotipos de género transmitan o reproduzcan relaciones de dominación, 

desigualdad y discriminación contra las mujeres, con el objetivo de menoscabar su imagen pública 

o limitar sus derechos políticos;  

8. Obstaculicen o impidan el acceso a la justicia de las mujeres para proteger sus derechos políticos 

9.  Impongan sanciones administrativas o judiciales injustificadas o abusivas, impidiendo o 

restringiendo el ejercicio de sus derechos políticos en condiciones de igualdad;  

10. Limiten o nieguen arbitrariamente el uso de cualquier recurso o atribución inherente al cargo 

político que ocupa la mujer, impidiendo el ejercicio del cargo en condiciones de igualdad; 

11. Eviten por cualquier medio que las mujeres en ejercicio de sus derechos políticos asistan a 

cualquier actividad que implique la toma de decisiones, en igualdad de condiciones;  

12.  Restrinjan el uso de la palabra de las mujeres en ejercicio de sus derechos políticos, impidiendo el 

derecho a voz, de acuerdo al principio constitucional de igualdad y no discriminación; y,  

13.  Impongan por estereotipos de género la realización de actividades y tareas ajenas a las funciones 

y atribuciones de su cargo o posición o que tengan como resultado la limitación del ejercicio de la 

función política. 

La violencia política por razón de género fue incluida en la última reforma establecida en el Código de la 

Democracia, aprobado por la Asamblea Nacional, febrero 2020. Su alcance incluye la violencia ejercida 

contra de mujeres candidatas, militantes, electas, designadas o que ejerzan cargos públicos, defensoras 

de derechos humanos, feministas, lideresas políticas o sociales, o contra su familia.  

En esta etapa, corresponde al Consejo Nacional Electoral (CNE) y al Tribunal Contencioso Electoral (TCE) 

la elaboración de los reglamentos específicos para garantizar su aplicación y sancionar los casos en esta 

materia, que considerará como “infracciones electorales muy graves”.  

 


